PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la repartición correspondiente, realice las gestiones que sean necesarias ante la Dirección Nacional de Puertos y Vías Navegables, para definir la Línea de Ribera del río Paraná en las áreas urbanas y suburbanas de la provincia de Santa Fe. 

Estas gestiones tendrán como finalidad: 

a- Deslindar los dominios públicos y privados, así como el límite de las jurisdicciones administrativas; 

b- Identificar los bienes de dominio provincial producidos por causas naturales (aluvión o sedimentación) o por obras de particulares;

c- Relevar y definir el destino de estos bienes inmuebles provinciales;

d- Evaluar la transferencia de estos bienes provinciales a los Municipios y Comunas que detentan su custodia para preservar sus condiciones naturales y/o promover usos recreativos, sociales o turísticos;

e- Facilitar el control de las franjas afectadas al camino de sirga respecto de la desocupación exigida, así como de las expansiones y rellenos artificiales que pueden afectar la dinámica hídrica.  

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

El frente fluvial del Paraná, sobre el que se asientan los mayores centros urbanos de la provincia, se encuentra sometido a fuertes presiones y conflictos de usos como consecuencia de la dinámica productiva del área, que afectan su enorme potencial como recurso ambiental. 

En sus orillas, se emplazan numerosas terminales portuarias y enclaves industriales, cuyo número va incrementándose por el fuerte crecimiento económico de los últimos años. Entre ellos se abren paso, a veces a duras penas y a veces majestuosamente, algunos espacios naturales de gran valor paisajístico y ricos en cuanto a su biodiversidad, junto a áreas urbanas residenciales y recreativas puntuales. 

La característica aluvional del río -en el que desaguan varios cursos de agua importantes-, a la que se agregan los efectos producidos por grandes obras públicas (dragado, Puente Rosario-Victoria, canalizaciones) y por cuantiosas obras privadas (clubes, guarderías náuticas, puertos), provocan modificaciones permanentes sobre los bordes ribereños y las islas. A su vez, la ocupación indebida (sin respetar la liberación del área prevista como “camino de sirga”, por ejemplo)
, impide la accesibilidad a estos recursos por parte de la población.
Esto los convierte, por un lado, en espacios vulnerables, de gran fragilidad ambiental debido a su indefensión ante el deterioro (desbordes, erosiones, etc.) y abandono y ante la agresión de usos conflictivos o incompatibles, si no se actúa para evitarlo. Y por otro lado, los convierte en sitios de disputa, en los que se entrelazan múltiples jurisdicciones administrativas y múltiples dominios, que dificulta la definición de las políticas hacia estos espacios y el control y fiscalización por parte del Estado, así como el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de las restricciones.

La demarcación de la Línea de Ribera –esto es, el trazado de la línea divisoria entre los bienes públicos
 y los privados-, constituye un principio de orden para enfrentar estos problemas y para orientar una gestión integrada de estos espacios.

Nuestra provincia no cuenta aún con instrumentos jurídicos específicos (sí referencias puntuales o indirectas) para tomar y sostener decisiones en la materia, por lo que sólo contamos con la legislación nacional y la jurisprudencia, y con algunas estrategias locales fuertes, pero aisladas. En los últimos días, incluso, el Ministerio de Asuntos Hídricos, a partir de una investigación judicial, efectuó una serie de intimaciones a clubes de la costa de Rosario, a fin de recuperar uno de los predios ganado al río en forma irregular por una institución y de verificar caso por caso la situación de otras instituciones.

Por tanto, resulta necesario avanzar en la definición de la Línea de Ribera, al menos en las grandes áreas urbanas y suburbanas de las diferentes localidades asentadas sobre el litoral, tratando de superar las iniciativas particulares para lograr una visión de conjunto, una visión integral. Planteamos las áreas “urbanas” y “suburbanas”, dejando de lado las “rurales”, ya que asumimos que actualmente son las más afectadas, y atendiendo al hecho de que esta clasificación es la delimitación básica que todo distrito comunal o municipal presenta en nuestra provincia.    

La competencia para el señalamiento de esta línea es del Gobierno Federal, por intermedio de la Dirección Nacional de Puertos y Vías Navegables
, independientemente de a quién pertenezca el dominio de las tierras públicas (la Provincia o la Nación)
. Sin embargo, la Administración Nacional no tiene la obligación de efectuar esta demarcación por propia iniciativa, por lo que corresponde a la Provincia, los municipios y comunas y los particulares interesados, solicitar estas actuaciones.  

Muchas han sido las discusiones e interpretaciones jurídicas para determinar quién tiene el dominio sobre las riberas de cursos de agua navegables (la provincia o la nación) y varios son los modos de definir esta “línea de ribera” desde un punto de vista técnico, por lo que el tema que nos ocupa es sumamente escabroso y resbaladizo. Pero es indudable, que resulta necesario conocer y disponer en la materia, para tomar decisiones en cuanto al ordenamiento territorial de estos valiosos, y al mismo tiempo, vulnerables espacios.

En ese sentido, las acciones encaradas por el Poder Ejecutivo Provincial en los últimos días respecto de las entidades deportivas que efectuaron modificaciones en la ribera rosarina tienen enorme valor, pero resultan complementarias de las intervenciones requeridas por este proyecto para el resto de las localidades del litoral santafesino del Paraná, así como una consecuencia lógica del previo análisis que proponemos encarar.

ANEXO:

ARTÍCULOS DEL CÓDIGO CIVIL RELACIONADOS CON EL TEMA.-

Art. 2.340.-

Quedan comprendidos entre los bienes públicos:

1. Los mares territoriales hasta la distancia que determine la legislación especial, independientemente del poder jurisdiccional sobre la zona contigua;

2. Los mares interiores, bahías, ensenadas, puertos y ancladeros;

3. Los ríos, sus cauces, las demás aguas que corren por cauces naturales y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general, comprendiéndose las aguas subterráneas, sin perjuicio del ejercicio regular del derecho del propietario del fundo de extraer las aguas subterráneas en la medida de su interés y con sujeción a su reglamentación;

4. Las playas del mar y las riberas internas de los ríos, entendiéndose por tales la extensión de tierra que las aguas bañan o desocupan durante las altas mareas normales o las crecidas medias ordinarias;

5. Los lagos navegables y sus lechos;

6. …………. 

¿las islas?

Art. 2.341.-

Las personas particulares tienen el uso y goce de los bienes públicos del Estado o de los Estados, pero estarán sujetas a las disposiciones de este Código y a las Ordenanzas generales y locales.

Art. 2.344.-

Son bienes municipales los que el Estado o los Estados han puesto bajo el dominio de las municipalidades. Son enajenables en el modo y forma que las leyes especiales lo prescriban.

Art. 2.639.-

Los propietarios limítrofes con los ríos o con canales que sirvan a la comunicación por agua, están obligados a dejar una calle o camino público de 35 m hasta la orilla del río o del canal, sin ninguna indemnización. Los propietarios ribereños no pueden hacer en ese espacio ninguna construcción, ni reparar las antiguas que existen, ni deteriorar el terreno en manera alguna.

Art. 2.640.-

Si el río o canal atravesare alguna ciudad o población, se podrá modificar por la respectiva municipalidad, el ancho de la calle pública, no pudiendo dejarla de menos de 15 m.

“Del condominio por confusión de límites”

Art. 2.750.-

Puede dirigirse contra el Estado respecto de los terrenos pendientes del dominio privado. El deslinde de los fundos que dependen del dominio público corresponde a la jurisdicción administrativa.

� La obligación de respetar el camino o calle pública es determinada por el Código Civil en su Arts. 2.639 y 2.640. En ellos se establece que “los propietarios ribereños no pueden hacer en ese espacio ninguna construcción, ni reparar las antiguas que existen, ni deteriorar el terreno en manera alguna”.


� En este caso, se trata del río, su cauce y la ribera interna, entendiendo por tal la extensión de tierra que las aguas bañan o desocupan durante las crecidas medias ordinarias (Ver Art. 2340 del Código Civil).


� Así lo establecen el Código Civil en su Art. 2.750 y el Decreto Nacional Nº 61.327/40.





� No hay dudas respecto de la competencia de cada jurisdicción administrativa (“todo lo referido a la navegación es competencia de la Nación”), pero sí hay diversas formas de entender a quién pertenecen los espacios (existe la “tesis del dominio provincial de los ríos”, por ejemplo).





